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Ciudadanos: 

Magistrados de la

Sala Constitucional del

Tribunal Supremo de Justicia

de la República Bolivariana de Venezuela

Quien suscribe, ENRIQUE GUILLÉN NIÑO, venezolano, mayor de edad, de este domicilio, titular de la Cédula de Identidad Nº 10.336.336 e inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 59.631, procediendo en este acto en mi propio nombre, acudo ante este honorable estrado, a los fines de proponer ACCIÓN DE PROTECCIÓN DE DERECHOS CONSTITUCIONALES CÍVICOS DIFUSOS con fundamento en el artículo 26 Y 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el artículo 18 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, en contra del ciudadano Presidente de de la República Bolivariana de Venezuela HUGO RAFAEL CHÁVEZ FRÍAS, venezolano, mayor de edad, de este domicilio y titular de la Cédula de Identidad Nº 4.258.228, en su carácter de máximo representante del Poder Ejecutivo de la República Bolivariana de Venezuela, por la profunda  contradicción o disonancia manifiesta que implica la aplicación del sistema de gobierno basado en el SOCIALISMO DEL SIGLO XXI o SOCIALISMO BOLIVARIANO, con el texto fundacional de la nación y en especial con los artículos 1,2,5,6, 71, 62, 115, 137 y 158, de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y en consecuencia, se ordene al ciudadano Presidente, para que cumpla con el deber contenido en la parte final del artículo 62 y 5 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y convoque un Referendo Popular Consultivo acerca del la aplicación del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, con sus postulados esenciales y la necesidad de reformar la Constitución vigente, de conformidad con el artículo 344 de la Constitución Nacional, tal como demostraremos  y desarrollaremos en la presente acción de protección de derechos cívicos constitucionales, para lo cual pasamos a exponer:

Legitimación Activa

La legitimación activa que me asiste para recurrir en sede constitucional deviene de mi carácter de ciudadano venezolano, domiciliado en el territorio de la República Bolivariana de Venezuela y por ende receptor de la actuación administrativa y de los actos de gobierno del Poder Ejecutivo Nacional, por la lesión de los derechos constitucionales difusos a vivir en el marco de una democracia participativa y protagónica, que permita a los ciudadanos venezolanos de manera directa incidir en las decisiones trascendentales para la vida de la nación.

Con respecto a los derechos o intereses difusos, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia del 30 de junio de 2000, en el caso: Dilia Parra Guillén, estableció:

“Cuando los derechos o garantías constitucionales que garantizan al conglomerado (ciudadanía) en forma general una aceptable calidad de vida (condiciones básicas de existencia), se ven afectados, la calidad de vida de toda la comunidad o sociedad en sus diversos aspectos se ve desmejorada, y surge en cada miembro de esa comunidad un interés en beneficio de él y de los otros componentes de esa sociedad en que tal desmejora no suceda, y en que si ya ocurrió sea reparada. Se está entonces ante un interés difuso (que genera derechos), porque se difunde entre todos los individuos de la comunidad (…omissis…) por lo que puede afirmarse que estos derechos de control son derechos cívicos, que son parte de la realización de una democracia participativa…”. (Subrayado añadido)

Posteriormente, en sentencia Nº 3.648, del 19 de diciembre de 2003, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, conceptualizó los derechos o intereses difusos y la legitimación para actuar en tales casos de la manera siguiente:

“DERECHOS O INTERESES DIFUSOS: se refiere a un bien que atañe a todo el mundo (pluralidad de sujetos), esto es, a personas que –en principio- no conforman un sector poblacional identificado e individualizado, y que sin vínculo jurídico entre ellos, se ven lesionados o amenazados de lesión.

Los derechos o intereses difusos se fundan en hechos genéricos, contingentes, accidentales o mutantes que afectan a un número indeterminado de personas y que emanan de sujetos que deben una prestación genérica o indeterminada, en cuanto a los posibles beneficiarios de la actividad de la cual deriva tal asistencia, como ocurre en el caso de los derechos positivos como el derecho a la salud, a la educación o a la obtención de una vivienda digna, protegidos por la Constitución y por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. (…omissis…)

LEGITIMACIÓN PARA INCOAR UNA ACCIÓN POR INTERESES DIFUSOS: no se requiere que se tenga un vínculo establecido previamente con el ofensor, pero sí que se actúe como miembro de la sociedad, o de sus categorías generales (consumidores, usuarios, etc.) y que se invoque su derecho o interés compartido con la ciudadanía, porque participa con ella de la situación fáctica lesionada por el incumplimiento o desmejora de los derechos Fundamentales que atañen a todos, y que genera un derecho subjetivo comunal, que a pesar de ser invisible, es accionable por cualquiera que se encuentre dentro de la situación infringida…”. (El original en mayúsculas)

Competencia

La competencia para conocer de las acciones de amparo u ordinarias para la protección de derechos e intereses colectivos o difusos, corresponde a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, tal como consta en sentencia ya traída a colación en el caso: Dilia Parra Guillén, según el tenor siguiente:

“…vienen a ser el desarrollo de valores básicos de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, tales como el logro del bien común (señalado como el fin del Estado en el Preámbulo de la Constitución), el desarrollo de una sociedad justa, o la promoción de la prosperidad y el bienestar del pueblo (artículo 3 eiusdem), se trata de derechos orientados hacia esos valores. En consecuencia, su declaración por los órganos jurisdiccionales es una forma inmediata y directa de aplicación de la Constitución y del derecho positivo, y siendo la interpretación del contenido y alcance de estos principios rectores de la Constitución, la base de la expansión de éstos derechos cívicos, que permiten el desarrollo directo de los derechos establecidos en la Carta Fundamental (derechos fundamentales), debe corresponder a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, el conocimiento de las acciones que ventilen esos derechos, mientras la ley no lo atribuya a otro tribunal; tal como lo hace el artículo 46 del Código Orgánico Procesal Penal, el artículo 102 de la Ley Orgánica de Ordenación Urbanística, o el artículo 177 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente. Mientras la ley no regule y normalice los derechos cívicos con que el Estado Social de Derecho –según la vigente Constitución- se desenvuelve, es a la Sala Constitucional, debido a que a ella corresponde con carácter  vinculante la interpretación de la Constitución (artículo 335 eiusdem), y por tratarse del logro inmediato de los fines constitucionales, a la que por esa naturaleza le compete conocer de las acciones para la declaración de esos derechos cívico emanados inmediatamente de la Carta Fundamental, y así se declara. De esta manera, ni el contenciosos administrativo, ni la justicia ordinaria o especial, son competentes para declarar y hacer efectivos estos derechos, a menos que la ley lo señale expresamente en sentido contrario”.     

De lo anterior resulta imprescindible transcribir el contendido del artículo 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela:

“Artículo 335: El Tribunal Supremo de Justicia garantizará la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales; será el máximo y último interprete de la Constitución y velará por su uniforme interpretación y aplicación. Las interpretaciones que establezca la Sala Constitucional sobre el contenido o alcance de las normas y principios constitucionales son vinculantes para las otras Salas del tribunal Supremo de Justicia y demás Tribunales de la República.”   

Como podemos advertir, es palmaria la competencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, para conocer de la presente acción, tanto por el contenido del artículo 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, como por el desarrollo jurisprudencial en materia de tutela y aplicación de derechos e intereses difusos o colectivos.  

Antecedentes

En diciembre del año 2006, después de un proceso electoral democrático, se produjo la reelección al cargo de Presidente de la República Bolivariana de Venezuela del ciudadano Hugo Rafael Chávez Frías, para un segundo mandato presidencial. Como por todos es sabido, nuestro actual presidente, después de ser elegido por votación popular para su primer mandato, promovió y provocó un referendo consultivo para la realización de una asamblea nacional constituyente, la cual se materializó, el producto de los debates y deliberaciones en el marco de la Asamblea Nacional Constituyente de Venezuela, arrojó un texto fundacional de la nación, el cual entró en vigencia a partir del año 1999 y que rige el proyecto de vida nacional como texto fundamental para todos los venezolanos, en este sentido en su preámbulo se establece:

“…con el fin supremo de refundar la República para establecer una sociedad democrática, participativa y protagónica, multiétnica y pluricultural en un Estado de justicia, federal y descentralizado, que consolide los valores de la libertad, la independencia, la paz, la solidaridad, el bien común, la integridad territorial, la convivencia y el imperio de la ley para ésta y las futuras generaciones…”. (Subrayado añadido)

Una de las novedades características de la Constitución de 1999, es indudablemente la profundización de la democracia, esto tiene lugar como intento de revertir la tendencia mundial, según la cual, el crecimiento de la población y la representación de los ciudadanos por fórmulas tradicionales como: partidos políticos, parlamentos, sindicatos y magistraturas, en lugar de acercar al soberano al poder, lo han distanciado dramáticamente y la democracia quedó como la realización de procesos electorales monótonos y fríos con elevados márgenes de abstención y con escaso conocimiento por parte del elector de los planes de gobierno y aptitudes de los candidatos, por lo que no existe una participación cierta y directa de la población en los asuntos políticos trascendentales de la vida de las naciones. Por esto la democracia, es utilizada en muchas latitudes para favorecer los intereses de los representantes y no de los representados, se sustituye así la voluntad general por la voluntad particular. 

Debemos acotar que al señalar la voluntad general no nos referimos a la que aporte el mayor bienestar, nos referimos a la voluntad de la mayoría consultada para tomar una decisión importante en la vida nacional, por lo que afirmamos que la nación puede fallar, pero que falle con el consenso de todos sus ciudadanos. Aquí debemos recordar, al gran Juan Jacobo Rousseau, quien sostuvo: 

“Un pueblo es siempre dueño de cambiar sus leyes, incluso las mejores, pues si le gusta hacerse daño ¿Quién tiene derecho a impedírselo?

Por lo que el bien o el mal de una constitución o de una idea de gobierno, no es nuestra disyuntiva, sino la suplantación de la voluntad general y popular, por la voluntad e intereses del Poder Constituido que, eventualmente excluye al soberano de la dirección de los destinos de la República, insistimos el Poder Constituido pudiese tejer entre sus manos el mejor plan de gobierno y la mejor constitución, pero si los mismos son ajenos a la voluntad general, serían írritos y constituirían una felicidad impuesta. Es oportuno recordar las palabras del filósofo Isaías Berlín, y su alerta hacia los reformadores sociales:

“Pero manipular al hombre y lanzarlo hacia fines que tú –el reformador social- conoces, pero que los demás quizá no, es negar su esencia humana, es tratarlos como objetos hueros de voluntad propia. Es, en suma, degradarlos. Es por esto por lo que mentir a los hombres o engañarles, es decir, usarlos como medios para fines que yo he concebido al margen de ellos, y no para los suyos propios, aunque sea en su propio beneficio es, en efecto, tratarlos como infrahumanos y actuar como si sus fines fuesen menos fundamentales y sagrados que los míos.” 

En Venezuela el bipartidismo se enquistó en cúpulas petrificadas de poder que marginaron a la población de las decisiones primordiales de la vida nacional, lo que generó una enorme deuda social. En el proceso constituyente del año 1999, nos propusimos como nación, corregir esos mecanismos de democracia aparente para propiciar el surgimiento de una “democracia participativa y protagónica”. 

La innovación prevista en el preámbulo de la carta magna fue enunciada y desarrollada, en sentencia proferida por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 05 de junio de 2002, en el caso Sergio Omar Calderón y William Dávila Barrios, con ponencia del Magistrado Antonio García García, en los siguientes términos:

“Así se evidencia que la Constitución de 1999 acoge el principio de la participación, cuyo contenido, manifestado en varias de las disposiciones constitucionales, reconoce a los ciudadanos el derecho de participar libremente en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus representantes. Nuestra novísima Constitución, establece y desarrolla una serie de principios que garantizan precisamente a todos los ciudadanos venezolanos la participación en términos de igualdad, justicia y libertad en todos los ámbitos de la vida ciudadana, siendo la participación ciudadana un medio eficiente para desarrollar los postulados de una democracia participativa y protagónica, postulados éstos que constituyen las bases que sustentan la llamada “revolución democrática” derivada del nuevo orden constitucional.

Por ello, el derecho de participación de los ciudadanos no se limita a los clásicos derechos políticos de sufragio, de asociación con fines políticos y de manifestación, sino que se extiende a la obligación por parte de los representantes de rendir cuentas transparentes y periódicas sobre su gestión, de acuerdo con el programa presentado; asimismo, la participación puede resumirse en el derecho de los ciudadanos a intervenir en las decisiones públicas más relevantes de cualquier ámbito territorial –nacional, estadal o municipal-, la presencia de la sociedad civil en los organismos consultivos o decisorios del Estado, en la facultad de la comunidad de revocar el mandato de los funcionarios que ocupan cargos electivos, en la facultad de abrogar las normas jurídicas que se consideran contrarias a las bases constitucionales y, finalmente, como sinónimo de gobierno pluralista o gobierno integrado por los diferentes sectores que operan en la sociedad. (…omissis…)

En tal sentido, resulta fundamental entender lo significativo del Preámbulo de la Constitución 1999 cuando declara como su fin trascendente “refundar la República para establecer una sociedad democrática, participativa y protagónica ”, dado que, como ya se ha señalado, la Constitución llama a los ciudadanos a participar en el logro de los fines, las funciones y los cometidos donde el Estado despliega su acción gubernativa; asimismo, define a la democracia como protagónica, lo cual se traduce en una exhortación para que el ciudadano asuma labores de formación, ejecución y control de la gestión pública desde una perspectiva próxima al buen gobierno; y más aún, concibe a un ciudadano corresponsable del funcionamiento del Estado, no tan sólo en la búsqueda de la vigencia plena de los derechos civiles y sociales, sino también en la política estratégica de la República (Vid. Artículo 4 de la Constitución de 1999)”. (Subrayado añadido)                    

A partir del triunfo al cargo de elección popular de Presidente de la República Bolivariana de Venezuela por votación general en los comicios del mes de diciembre de 2006, el ciudadano Hugo Rafael Chávez Frías, como representante del Poder Ejecutivo ha introducido un elemento novedoso en su forma de conducción y planificación estratégica de la nación, que denominó “SOCIALISMO DEL SIGLO XXI o SOCIALISMO BOLIVARIANO”, el cual tiene sus cimientos en el Marxismo del siglo XIX.

En una declaración dada por el ciudadano Presidente dijo: 

“…llegaba a pensar (…) en un capitalismo con el rostro humano, o el capitalismo social, una tercera vía entre el capitalismo y el socialismo. El paso de los años me convenció de que era imposible: un capitalismo humano es una contradicción en sí mismo.”

Cabe preguntarse: ¿Si el Presidente revisó su posición de la tercera vía o el llamado capitalismo con rostro humano? ¿No es posible que un ciudadano común, revise la constitucionalidad del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano y su adecuación con la Constitución aprobada en el año 1999, a través de una vía institucional?  

En líneas generales, nuestro Presidente introduce en el discurso político y con ello en los actos de gobierno del Poder Ejecutivo, la tendencia de dirección del Estado denominada Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano.

Como consecuencia de la adopción de la línea política socialista el máximo jerarca del Poder Ejecutivo, inyectó en el discurso político el lema: “PATRIA, SOCIALISMO O MUERTE”. 

Se inicio un proceso de estatificación de empresas prestadoras de servicios públicos, a saber: Compañía Anónima Teléfonos de Venezuela (C.A.N.T.V.) y Electricidad de Caracas, e incluso la plataforma partidista que no estaba acondicionada para el Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, emprende su renovación. Se hace necesaria la creación del Partido Socialista Venezolano (PSUV). 

Debemos rememorar que, el ciudadano Hugo Rafael Chávez Frías, comenzó su lucha social por los más necesitados, bajo un movimiento denominado Movimiento Bolivariano Revolucionario 200; para después fundar el partido Movimiento Quinta República (MVR), con el cual obtiene el triunfo para su primer período. Este partido representó el estandarte contra el pasado o la llamada cuarta república, entendida como el bloque de gobiernos democráticos, a partir del Pacto de Punto Fijo -Pacto firmado en el año 1958, después de la caída de Marcos Pérez Jiménez, por los representantes de los partidos: Acción Democrática AD, Social Cristiano COPEI y Unión Republicana Democrática URD, que pretendía garantizar la estabilidad de gobiernos democráticos y la participación parlamentaria de los representantes de los partidos en cualquier gobierno de elección popular-. 

Sin embargo, el liderazgo de Hugo Chávez Frías, no estaba asociado directamente al movimiento socialista, aunque damos por descontado su vinculación afectiva y emocional con los sectores más desposeídos de la vida pública nacional, campesinos, trabajadores, obreros e indígenas, no figuraba un discurso socialista apoyado en el pensamiento de Karl Marx, como ahora sucede con el Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano.

Es a partir del triunfo presidencial de diciembre de 2006, cuando el Presidente adopta el Socialismo del Siglo XXI como bandera para regir los destinos de la nación, tan es así que, el Presidente y sus militantes arrojan sobre el escenario político la creación de este nuevo partido denominado Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV), el cual para el momento de confección del presente escrito de protección de los derechos constitucionales cívicos difusos, sus promotores se encuentra en fase de recolección de firmas de los aspirantes a ser militantes y tiene proyectada su inscripción formal ante el Consejo Nacional Electoral, para el mes de diciembre de 2007.

Pretendemos demostrar jurídicamente, sociológicamente y filosóficamente en la presente acción constitucional que, la aplicación del sistema de gobierno basado en el Socialismo del Siglo XXI por parte del Poder Constituido, a saber, Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, como representante del Poder Ejecutivo, a través de alocuciones y actos administrativos constituyen vías de hecho por la marcada disonancia o choque entre el texto fundacional de la nación (Constitución de la República Bolivariana de Venezuela) y el Sistema Socialista del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, ya que nuestro marco legal de orden constitucional no está acondicionado taxativamente para el sistema socialista, de allí que incluso representantes del gobierno han estimado necesaria una reforma del texto constitucional para acondicionarlo en temas como: propiedad privada, descentralización, impuestos, entre otros. 

Resulta un deber de rango constitucional para el Presidente la convocatoria a un Referendo Popular, para someter a consideración de la población la adopción del Sistema Socialista del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, por ser una materia de especial trascendencia nacional y ser un deber del Estado y de la sociedad venezolana generar las condiciones más favorables para la práctica de la participación de los ciudadanos en los asuntos políticos de vital importancia, sólo así se cumplen los postulados constitucionales a través de la ejecución en la vida práctica y real del enunciado constitucional de una democracia participativa y protagónica.

En el ejercicio de la vida política nacional, algunos dirigentes han centrado sus esfuerzos en los mecanismos de participación política de censura o inclusive en algunos casos de retaliación, como lo es la figura del referendo revocatorio, previsto en el artículo 72 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Este tipo de participación popular en la vida pública, tiene como propósito aprobar o improbar la gestión de funcionarios en cargos y magistraturas de elección popular, por lo que la voluntad del pueblo tiene un efecto de evaluación hacia el pasado (control de gestión).

Además, del control de la gestión pública, mediante el referendo revocatorio, la Constitución Nacional prevé un mecanismo amplio de participación en la vida pública en diferentes ámbitos Nacional, Estadal y Municipal, inspirada en el pensamiento que se vierte en la mayoría de los textos constitucionales de occidente con gobiernos “por el pueblo, para el pueblo y con el pueblo”, y no es otro que el Referendo Popular o Referendo Consultivo.             

A través de la figura del Referendo Popular y con el apoyo de la tecnología, no es un contrasentido que la población participe de manera directa en asuntos vitales de orden nacional, que marque su camino y que se dicte a sí misma, los postulados por los que regirán sus vidas. Estimamos que la adopción de un conjunto de ideas primordiales o centrales rectoras de los pasos ha ser dados como nación, permite la concentración necesaria que requerimos para avanzar hacia metas comunes, ese conjunto de ideas primordiales, bien las llamemos: socialismo, capitalismo o comunismo, con los matices que en cada caso se quieran esbozar, tales como: Capitalismo social, socialismo democrático, neoliberalismo, etc. Debe ser adoptado por la nación por Referendo Consultivo, cuando se traduce en un viraje o cambio de rumbo institucional, como el que se nos presenta después de la elaboración de la Constitución de 1999 y el replanteamiento institucional que conlleva la práctica verídica del Socialismo del Siglo XXI.   

Nuestro actual proceso político enmarcado en una “revolución democrática”, exige cambios de dirección o acondicionamiento institucional. Después de la Constitución de 1961, el pueblo de Venezuela vivió inmerso en un auge de crecimiento económico en un piso petrolero, en el cual la propiedad privada fue un bastión irreducible de esa bonanza del oro negro. El transcurso del tiempo demostró que el egoísmo del capitalista privado unido a la corrupción del funcionario público, marginó a gran parte de la población, de allí que a pesar de la reforma Constitucional de 1999, nuestra carta magna no recoge principios socialistas, en lo que se refiere a los medios de producción y a la centralización del poder, por esto el Sistema Socialista del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano va a presentar conflictos permanentes con la letra de la Constitución de 1999, que va a repercutir en el sosiego de la vida nacional.

Sin entrar a juzgar acerca de las ventajas o inconvenientes que un grupo de ideas centrales (capitalismo, socialismo o comunismo) que adopte el Poder Constituido para su gestión administrativa, ya que como lo invocamos anteriormente con Rousseau. El objetivo no es que el sistema ha ser aplicado en Venezuela pueda resultar el más favorable de las alternativas factibles, el objetivo es que los aciertos o fallos en el rumbo a seguir se lo dicte el pueblo así mismo, de esta forma jamás nos retractaremos como nación de los pasos dados y asumidos, porque para bien o para mal, nuestros aciertos y nuestros errores serán producto de la voluntad general y cuando la realidad acaezca como elección de la mayoría, nos diremos a nosotros mismos como pueblo y como nación “Para nosotros no existía otra posibilidad” y aceptaremos con hidalguía el bienestar o las penurias del camino escogido. Alfred Stern nos recomienda:

“Una nación vive mientras continua inventando nuevos proyectos colectivos que cautivan la imaginación de sus ciudadanos, de tal suerte que éstos aceptan los sacrificios necesarios para realizarlos. Estos proyectos colectivos sólo pueden alcanzar éxito si responden a las necesidades de la nación que los adopta y si son compatibles con los intereses vitales de la sociedad en su conjunto”. 

Fundamentos de Derecho

El artículo 26 de la Constitución de la república Bolivariana de Venezuela, prevé:

“Artículo 26: Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente.” (Subrayado añadido)

En el precedente jurisprudencial anteriormente invocado en el caso: Dilia Parra Guillén, se realizó una precisión que no podemos dejar de indicar aquí:

“En consecuencia, cualquier persona procesalmente capaz, que va a impedir el daño a la población o a sectores de ella a la cual pertenece, puede intentar una acción por intereses difusos o colectivos.”  

El espíritu de nuestra Constitución es la acción tenaz y decidida participación del pueblo en las decisiones trascendentales de la vida nacional, por lo que el Poder Constituyente Originario reside exclusivamente en el pueblo, quien lo ejerce designando sus representantes en los diferentes órganos del Poder Constituido, a través del voto o sufragio, pero la delegación de potestades por mandato popular, en ningún momento hace cesar las facultades atribuidas al soberano. Lo que se requiere es un equilibro, que viene dado por la actuación de los Poderes Constituidos dentro del marco de referencia del plan de acción que la nación se da a sí  misma en un texto fundacional que, se conoce como constitución y que representa el pacto de vida de los habitantes de una nación. Lo que sometemos a estudio y análisis por parte de esta Sala, es si la adopción del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano por parte del tren ejecutivo del gobierno constituye o no una materia de trascendental importancia en la vida nacional, para que sea sometido a un Referendo Popular o por el contrario es una decisión ordinaria de gobierno o decisión subalterna que estaría enmarcada dentro de la gestión diaria, por lo tanto no requeriría la convocatoria de la voluntad general representada por la participación directa del pueblo.  

Esta distinción queda perfectamente plasmada en un fallo que acunó la posibilidad de celebración del referendo consultivo para la realización de la Asamblea Nacional Constituyente, así la Corte Suprema de Justicia en fecha 19 de enero de 1999, con Ponencia del Magistrado Humberto La Roche, estableció:

“El Poder Constituyente originario se entiende como potestad primigenia de la comunidad política para darse una organización jurídica y constitucional. En este orden de motivos, la idea del Poder Constituyente presupone la Vida nacional como unidad de existencia y de decisión. Cuando se trata del gobierno ordinario, en cualquiera de las tres ramas en que se distribuye su funcionamiento, estamos en presencia del Poder Constituido. En cambio, lo que organiza, limita y regula normativamente la acción de los poderes constituidos es función del Poder Constituyente. (…)

En este sentido, se observa que el hecho de estar enmarcado históricamente el Poder Constituyente en la normativa constitucional, no basta para entenderlo subrogado  permanentemente al Poder Constituido.” (Subrayado añadido)

Lógicamente la participación activa y democrática de los ciudadanos en la Vida Nacional, no debe verse como una obstaculización del Poder Constituido, no podemos pretender que cada acción de gobierno sea sometida a una consulta, porque ello iría en detrimento del ejercicio del poder delegado en los representantes para que gobiernen. De allí que, no compartamos la opinión de Heinz Dieterich Steffan, quien sostiene en su obra “El Socialismo del Siglo XXI” que el presupuesto nacional debe ratificarse cada año por plesbicisto (Página 59).

Es menester destacar que, en aquellos casos de capital importancia para la Vida Nacional, no sólo es una potestad del Poder Constituido el llamado a los ciudadanos para participar activamente, en la resolución de un asunto trascendente, sino que es una obligación de rango constitucional. De lo contrario, el Poder Constituido se tomaría poderes y atribuciones que no le competen e incurría en lo que jurídicamente se califica como una extralimitación de funciones o abuso de poder. Es menester resaltar el contenido del artículo 137 de la Constitución Nacional:

“La Constitución y la ley definirán las atribuciones de los órganos del Poder Público, a las cuales deben sujetarse las actividades que realicen.” (Subrayado añadido)  

Si los órganos de los Poderes Públicos, o Poder Constituido no se someten al imperio de la Constitución no se cumpliría el fin vertido en el preámbulo y en el texto constitucional, de revertir la tendencia de los sistemas democráticos del orbe, que implica una soberanía de papel limitada a procesos electorales que distancia al ciudadano común de los actos de gobierno trascendentales, que les impide formar parte y asumir las consecuencias por decisiones vitales para el plan nacional de acción, en estados enormes, burocráticos y gélidos, con respecto al ciudadano común. 

De esta manera el principio constitucional de una democracia participativa y protagónica es trastocado al omitir, el Poder Constituido representado por el Presidente de la República Bolivariana de Venezuela,  la convocatoria a un Referendo Popular para que la nación entera decida la adopción del Sistema Socialista del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano y sus postulados esenciales para que rijan la vida política de la nación.

En este punto debemos imbuirnos en un simple ejercicio teórico: Los procesos legislativos siempre conllevan a plasmar en un cuerpo legal una realidad que se gestó y consumó, hasta que toma fuerza y cuerpo en normas y disposiciones, bien sean de orden constitucional o legal. 

Cuando nuevas realidades se gestan en el seno de la sociedad y son interpretadas por los líderes de esas sociedades, entonces vienen procesos revolucionarios donde las nuevas realidades desplazan y sustituyen a las viejas realidades. En estos procesos, el cambio legislativo es la guinda sobre la torta del cambio y la revolución. 

Imaginemos que un mandatario electo por votación popular asume el poder en el marco de una constitución concentrada en ideas y postulados socialistas, pero nuestro líder considera que la realidad de la nación demanda un sistema comunista -tomamos el sistema comunista como el menos usual entre capitalismo y socialismo, que son los más difundidos en el mundo, para neutralizar el ejemplo, sin que implique preferencia de ninguna naturaleza- obviamente el marco constitucional de la nación viene de estar ambientado en principios y postulados socialistas, entonces nuestro líder como interprete de una realidad imperante somete a consideración del pueblo por Referendo Popular, la adopción del sistema comunista con un esbozo de sus ideas y postulados centrales. Si el pueblo adopta el sistema comunista con sus ideas y postulados fundamentales, debe iniciarse un proceso de reforma constitucional, para que el texto fundacional de ese país acune y reciba sin contradicción ni disonancia el nuevo sistema comunista, que el líder como interprete de la expresión general y popular descifra como camino para su pueblo.                    

Debemos hacer hincapié que la adopción del Sistema Socialista del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano no es una decisión subalterna ni efímera, por el contrario es una decisión trascendental y primordial para el futuro de la nación, de no llevarse a cabo un Referendo Popular para su adopción y modificación constitucional que lo acoja, nuestra democracia sería tan excluyente como la que pretendía combatir la Constitución de 1999, y las palabras contenidas en ellas principios abstractos que emiten notas musicales al ser pronunciados, pero son insonoros al intentar ser aplicados, es como acudir a un recinto a escuchar una orquesta, y hallándonos frente al director, y músicos ataviados con sus instrumentos y vestidos distinguidamente, comienza la ejecución de la orquesta y a pesar de percatarnos de la vibración de las cuerdas de los instrumentos y el batirse en el aire la varita del director, no escuchemos nota alguna y que los acompañantes nos impulsen a sentir el arrobamiento de una música que no nos invade el corazón.   

El fallo antes trascrito alerta ante esta circunstancia y establece:

“Pretender lo contrario, o sea, que las facultades absolutas e ilimitadas que en un sistema democrático corresponden por definición a la soberanía popular puedan ser definitivamente abdicados en los órganos representativos constituidos, equivaldría en palabras de BERLIA:

“que los elegidos dejen de ser los representantes de la nación soberana para convertirse en los representantes soberanos de la nación (…)”

Al respecto el mismo DE VEGA afirma:

“De esta forma, la subsunción del Poder Constituyente en el ámbito de la normativa constitucional, para lo único que terminará sirviendo será, no como pretendía Frochot en su célebre discurso, “para garantizar la Constitución contra las ambiciones de sus representantes o delegados”, sino para sustraer al pueblo el ejercicio real de su soberanía y asegurar, constitucional y legalmente frente al mismo, el poder ilimitado de sus mandatarios.”

Como lo dijimos, el sometimiento de cada decisión al Poder Constituyente haría nulo el ejercicio del poder a los representantes elegidos, pero por contrapartida la adopción de un sistema de gobierno en contradicción con los principios elementales vertidos en la constitución, requiere la previa consulta del soberano, por ende, la aplicación profunda y seria del novísimo sistema de gobierno instituido como Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, requiere la realización previa de un referendo consultivo al pueblo venezolano, que contenga las líneas generales que comprenden al Socialismo del Siglo XXI, y la necesidad de acudir a una reforma de la constitución.              

El artículo 2 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece:

“Artículo 2: Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la responsabilidad social, y en general, la preeminencia de los derechos humanos, le ética y el pluralismo político.”

En cuanto a la participación de los ciudadanos en los asuntos políticos el artículo 62 de la carta magna, reza:                 

“Artículo 62: Todos los ciudadanos y ciudadanas tienen el derecho de participar libremente en los asuntos políticos, directamente o por medio de sus representantes elegidos o elegidas.

La participación del pueblo en la formación, ejecución y control de la gestión pública es el medio necesario para lograr el protagonismo que garantice su completo desarrollo, tanto individual como colectivo.

Es obligación del Estado y deber de la sociedad facilitar la generación de las condiciones más favorables para su práctica.”  (Subrayado añadido)

Como lo hemos anotado la participación de los ciudadanos en los asuntos políticos (formación y ejecución de la gestión pública) es el protagonismo que garantiza el desarrollo, tanto individual como colectivo. La parte final de la norma estatuye como una “obligación” del Estado (Poder Constituido) y de la sociedad generar las condiciones más favorables para la practica de una democracia participativa y protagónica. Cabe preguntarse ¿Es posible que el Estado ante decisiones trascendentales para la nación, a saber, adopción del Sistema Socialista del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, no llame a un Referendo Popular, para conocer la voluntad del pueblo, y abordar los venezolanos como un todo unido la consecuente y necesaria reforma constitucional?        

La figura del Referendo Popular está consagrada en el artículo 71 eiusdem, que reza:

“Artículo 71: Las materias de especial trascendencia nacional podrán ser sometidas a referendo consultivo por iniciativa del Presidente o Presidenta de la República en Consejo de Ministros; por acuerdo de la Asamblea Nacional, aprobado por el voto de la mayoría de sus integrantes; o a solicitud de un numero no menor del diez por ciento de los electores y electoras inscritos en el registro civil y electoral…”. (Subrayado añadido)

Como podemos observar, de la literalidad de la disposición, se consagra una facultad, ya que en las materias de especial trascendencia nacional “podrán” ser sometidas a referendo consultivo, y se establecen los diferentes órganos de la Administración Pública con competencia para llamar a Referendo Popular. 

Ahora bien, si asumimos que nuestro país con la promulgación de la Constitución de 1999, pretendía combatir los sistemas democráticos de representación tradicional, que excluían a los ciudadanos de las decisiones trascendentales de la nación, y sometemos las materias de especial trascendencia nacional a una potestad en cabeza de órganos legislativos o ejecutivos del Poder Constituido, o en esfuerzos de convocatoria de un número de electores (10% de los inscritos en el registro electoral), entonces, nuestra democracia no es participativa y protagónica, ya que es un deber del Estado llamar a los ciudadanos a participar en decisiones trascendentales para la vida política de la República. Asumir el Sistema Socialista del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, conlleva impretermitiblemente a una reforma constitucional, en materia de propiedad privada y descentralización, y la no convocatoria a un Referendo Popular, se traduce en un clima de zozobra permanente que afecta la calidad de vida de los ciudadanos y la estabilidad psíquica y emocional (condición permanente de incertidumbre) por la disonancia entre los planes de gobierno emprendidos por el Poder Ejecutivo y las disposiciones contenidas en la constitución, demostraremos cómo las ideas centrales del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, contradicen principios contenidos en la Constitución de 1999, fundamentalmente en materia de los derechos y garantías constitucionales a la propiedad privada y a la descentralización administrativa y transferencia de poderes a las Gobernaciones y Municipios.          

La disposición anteriormente transcrita, debemos concatenarla con el artículo 5 del mismo cuerpo normativo:

“Artículo 5: La soberanía reside intransferiblemente en el pueblo, quien la ejerce directamente en la forma establecida en esta Constitución, y en la ley, e indirectamente, mediante el sufragio, por los órganos que ejercen el Poder Público.

Los órganos del Estado emanan de la soberanía popular y a ella están sometidos.” (Subrayado añadido)    

En la parte final de la disposición se reitera la base fundamental de nuestra propuesta, la soberanía reside en el pueblo y la voluntad de los órganos del Estado emana de ella, y a ella están sometidos. La constitución de una nación, no debe ser un compendio de palabras huecas, que retumban a los oídos de académicos y políticos, la constitución debe de ser un cuerpo de normas vitales, en sintonía con la idiosincrasia del pueblo, que interprete su voluntad y el destino que persigue. No es lo más relevante que la constitución resulte la más bella o mejor preparada, eso poco importa como nos lo enseñó Rousseau, lo que importa es que represente un sentimiento emocional y nacional, que sea el derrotero sentido que los venezolanos como colectivo se han trazado para sus vidas. Cualquier proyecto de ideas para regir un gobierno (Socialismo, Capitalismo, Neoliberalismo o Comunismo) es aplicable, lo primordial es que el pueblo se dé su plan de acción y si fallamos, que fallemos con lo que todos sentíamos como nuestro. Independientemente que los mejores intelectuales del mundo reunidos en cenáculos, nos sugieran tal o cual fórmula de acción de gobierno y por ende de marco constitucional, si tal vía no es asumida desde las entrañas por la nación, sólo son palabras ininteligibles que carecen de verdadero significado sentido.       

Precisiones Previas acerca del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano

En las líneas que siguen dibujaremos lo que implica la adopción del Sistema Socialista del Siglo XXI y su contradicción con la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, centraremos nuestra posición en cómo la aplicación del Socialismo del Siglo XXI, incide de manera trascendental en el ordenamiento constitucional vigente, al punto de su eficaz aplicación requiere la reforma de la Carta Magna, en especial en lo que se refiere al derecho a la propiedad privada, previsto en el artículo 115 de la Constitución de 1999 y en el proceso de descentralización plasmado en los artículos 6 y 158 de la Constitución de 1999.

Como punto previo al análisis del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, damos por descontado que este tipo de sistema socialista, está enmarcado en la corriente moderna de socialismos democráticos (Europa), los cuales rechazan como meta la dictadura del proletariado, incluida en la doctrina de Marx, y se basan en la realización de elecciones generales y en el cumplimiento de una democracia representativa y protagónica. Además de esto, es de capital importancia para dilucidar esta acción de protección de derechos constitucionales cívicos difusos, el estudio de las ideas centrales (fundacionales) del Socialismo del Siglo XXI, concebidas como los rasgos característicos primigenios, sin los cuales ese sistema socialista no sería él mismo.  

Como segunda precisión, hemos formado una opinión del Socialismo del Siglo XXI, a partir de la obra de su gestor el profesor Heinz Dieterich, vista el uso reiterado del término por parte del Presidente de la República. El profesor en entrevista durante el mes enero de 2007, dijo:

“P. Profesor Dieterich, ¿Usted inventó el concepto “Socialismo del Siglo XXI”?

R. Sí. Lo elaboré a partir de 1996. Fue publicado junto con la teoría correspondiente en forma de libro, a partir del 2000 en México, Ecuador, Argentina, Centroamérica, Brasil, Venezuela y, fuera de América Latina, en España, Alemania, la República Popular de China, Rusia y Turquía. Desde el 2001 ha sido asimilado en todo el mundo. Presidentes como Hugo Chávez y Rafael Correa lo usan constantemente, al igual que movimientos obreros, campesinos, intelectuales y partidos políticos.” (Subrayado añadido)   

Carácter Científico o Cientismo del Socialismo del Siglo XXI

Hemos de fijar dos ideas centrales del Socialismo del Siglo XXI (lucha de clases y moral única), para analizar si inciden en la violación de la Constitución de 1999. Para ello debemos evidenciar el carácter científico del sistema socialista, a partir de Marx y Engels. 

El cientismo es un elemento vital para que estos dos postulados centrales del Socialismo del Siglo XXI, a saber, lucha de clases y moral única, sean concebidos como metas de ineludible búsqueda por parte de los dirigentes políticos y las naciones que se sumen a la aplicación este tipo de pensamiento socialista.  

Las bases del pensamiento de Carlos Marx y Federico Engels, están inspiradas en el método dialéctico del filósofo alemán Gerg Hegel. La dialéctica es entendida como “la doctrina de unidad de los contrarios”. ¿Qué significa esto? Cuando existen posiciones opuestas entre sí, luchan y el resultado es un punto intermedio. Por ejemplo: El punto “A” sostiene una postura que se llama “tesis”, la cual está en contradicción con el planteamiento que defiende el punto “B”, que se llama antítesis. Como resultado de la contradicción y lucha entre ambos puntos, surge la síntesis, que es un nuevo punto “AB”, que a pesar de tener influencia de cada uno de los puntos originales, con sus respectivos planteamientos, es distinto a cada uno de ellos. 

La máxima de Hegel es: “todo lo real es racional”. Y pensó que con su método dialéctico, se llegaría a un estadio en que los hombres predecirían la historia, y esta tarea de deshilachar los procesos sociales para vaticinar la historia Marx y Engels la denominaron “materialismo histórico”.

Marx influenciado por el pensamiento hegeliano, estableció que en la sociedad industrial y capitalista existe una pugna entre clases sociales (lucha de clases). 

Por una parte, la burguesía dueña de los medios de producción y de los privilegios (representa la tesis), por la otra, el proletariado o trabajadores, dueños de su fuerza de trabajo (representa la antítesis), la revolución y la lucha darán lugar a la reivindicación de los trabajadores en la síntesis. Las sociedades en pugna de sus clases sociales transitarían, según la propuesta de Marx, por una etapa intermedia, con una dictadura del proletariado, para después arribar a una sociedad pletórica y utópica, una sociedad sin clases y sin luchas sociales, una sociedad comunista. 

La justificación de la lucha de los trabajadores, es que la burguesía o los capitalistas, se enriquecen de una parte del trabajo no remunerado a los trabajadores en el precio de las mercancías, que Marx llamó “plusvalía”, la plusvalía se genera sobre la base de la propiedad privada de los medios de producción. 

Así lo afirma, Juan Carlos Monedero del Centro Internacional Miranda, en su artículo “Ni Marx ni Menos”:

“El trabajo es, aún hoy, la fuente “general y sistemática” de ganancia. “La clase capitalista de un determinado país –escribió Marx- entendida en su conjunto, no puede estafarse a sí misma”. Lo que uno pierde siempre lo gana otro. En otras palabras en un país los ricos los son sobre el trabajo de los demás…” 

El pensamiento de Marx y Engels le rindió pleitesía a la razón (dialéctica) y a la ciencia. 

Esta característica científica, se ha vertido hasta nuestros días, el pensador central del Socialismo del Siglo XXI Heinz Dieterich Steffan, en su obra del mismo nombre, nos dice:

“Cada uno de estos sistemas cumple funciones específicas para la sobrevivencia humana, pero únicamente la ciencia tiene la capacidad de proporcionarnos un conocimiento objetivo sobre los fenómenos y, de esta manera, hacernos entender cómo son en realidad. Por ejemplo, si una persona detecta una mancha en su piel y quiere saber si es un melanoma (cáncer), sólo la ciencia (medicina) le puede dar la respuesta y con esta respuesta, posiblemente encontrará un método o remedio para curarse. Y lo que vale para la salud de una persona también vale para la “patología” de una sociedad: sólo la ciencia permite entenderla a fondo y desarrollar, sobre este diagnóstico, programas de cambio viables. Hagamos uso, por lo tanto, de lo que el filósofo Hegel denominaba “los ojos de la razón”, lo que en Marx y Engels aparece como la “filosofía de la praxis” y que nosotros llamamos, simplemente la ciencia o la ciencia ética.” (Página 13)

El carácter científico de la obra de Marx y Engels, apoyado en el método dialéctico, hace inevitable la asimilación de la sociedad sobre una mesa de vivisección, que permite delinear castas o clases sociales, y las pugnas que inevitablemente surgen entre ellas, de esta manera arribamos a nuestra primera conclusión, no es posible hablar de sistema  Socialista sin hablar de la reivindicación de los desfavorecidos (obreros, campesinos, indígenas, artesanos), en lucha con sus opresores (burguesía, capitalistas, neoliberales). 

Solicito se me dispense la insistencia, pero es muy importante dejar sentado que, el Socialismo del Siglo XXI y la herencia del Socialismo del Siglo XIX, con sus padres Marx y Engels, fundan toda su doctrina en el valor de la ciencia y de la tecnología, como hija predilecta de la ciencia. Por esto debemos transcribir otro inciso que revela el rasgo científico del pensamiento de Heinz Dieterich Steffan y su obra central:

“La decodificación del genoma proporciona la llave para conocer los potenciales biológicos de la evolución humana. Con este conocimiento se aclaran las posibilidades y límites de la influencia cultural sobre estos potenciales. El conocimiento objetivo de la interacción entre la naturaleza biológica del ser humano y su entorno social darán las bases epistemológicas para la nueva sociedad. Hasta ahora, la escala de interpretaciones de “lo que es el hombre” oscilaba entre la visión horrorífica del homo homini lupus de Hobbes y las ilusiones paternalistas del “buen salvaje” de Rousseau, sin posibilidad de fundamentar científicamente la condición humana.” (Página 27)        

Como vemos la influencia de Hegel en el pensamiento de Marx y Engles, es marcada, y la de éstos, a su vez en Heinz Dieterich Steffan y su Socialismo del Siglo XXI, hacen ineludible para este movimiento político su apuesta al carácter científico en la interpretación del ser humano y de la condición humana. 

El apoyo en la ciencia como panacea íntegra de resolución de la condición existencial de hombres y mujeres, es un plano característicos de la modernidad y de la ilustración, se tenía la confianza que sólo a través de la ciencia se revelaría la condición de hombre en el mundo y se llega a tal confianza que, el profesor del Socialismo del Siglo XXI, a puesta a que, la decodificación del genoma (molécula de ADN) revestirá el desvelamiento final y decisivo de los movimiento sociales del hombre, es decir, que se deposita total confianza, que al igual que en una ecuación matemática, se descifrará la condición de hombres y mujeres en el mundo y tal ecuación nos permitirá hacer calculables a los seres humanos. El paralelismo con las ideas del materialismo histórico dimanan por sí solas, ambos socialismos, tanto el del siglo XIX, como en del siglo XXI, se apoyan resueltamente en la posibilidad reveladora de la ciencia de los misterios pulsionales que influyen en los seres humanos, para anticiparse, prepararse y auxiliar el salvamento del proletariado en el decurso de la historia.    

Socialismo del Siglo XXI y la Lucha de Clases

El manifiesto del partido comunista comienza postulando “La historia de toda sociedad hasta el presente ha sido una historia de lucha de clases”, los padres del socialismo y del comunismo colocaron sobre una mesa de vivisección, la sociedad y con bisturí en mano escindieron a la humanidad en clases sociales, las cuales están en franca contradicción y pusieron en manos del proletariado la única posibilidad de emancipación de los desposeídos, a quienes les infundieron en el espíritu la justificación para su lucha, y no es otra que la ganancia del capitalista dimana de la propiedad privada de los medios de producción, porque esa ganancia (plusvalía) es una parte del trabajo no remunerado del trabajador, por lo que la lucha, es por algo que se les ha arrebatado o por lo menos dejado de reconocer a los desfavorecidos.

Tal postura es ratificada por Heinz Dieterich Steffan, en la obra objeto de estudio:

“Si interpretamos este sujeto de cambio como lo hicieron Marx y Engels, su determinación sigue vigente. Sólo una clase con “cadenas radicales”, una clase que “es la disolución de todas las clases, una esfera de la sociedad que tiene un carácter universal”, podía lograr la emancipación. La universalidad del sufrimiento del proletariado –que abarca dentro de sí el sufrimiento de todos los demás actores sociales oprimidos- general la universalidad de su proyecto histórico de emancipación.” (Página 34)

La aplicación del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano por parte del Estado Venezolano, implica necesariamente una intervención en los medios de producción y generación de riqueza, los cuales al estar en manos privadas acrecientan los beneficios y utilidades de la clase privilegiada, en perjuicio de la clase marginada. 

De esta manera, el Estado dirigirá sus políticas públicas hacia la estatización de empresas (CANTV y Electricidad de Caracas); la promoción y apoyo de cooperativas, prestamos blandos a pequeños y medianos empresarios, productores y comerciantes, a través de una banca popular, el establecimiento de la propiedad colectiva, la relativización de la propiedad privada, para ponerla al servicio de lo social, núcleos de desarrollo endógeno, en fin todas aquellas medidas que persigan evitar o disminuir el atesoramiento y acumulación de la riqueza en pocas manos.

El artículo 115 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, prevé el derecho de propiedad, de la manera siguiente:

“Artículo 115: Se garantiza el derecho de propiedad. Toda persona tiene derecho al uso, goce y disfrute y disposición de sus bienes. La propiedad estará sometida a las contribuciones restricciones que establezca la ley con fines de utilidad pública o de interés general. Sólo por causa de utilidad pública o de interés social, mediante sentencia firme y pago oportuno de justa indemnización, podrá ser declara la expropiación de cualquier clase de bienes.”

Esta norma prácticamente fusionó las disposiciones contenidas en los artículos 99 y 101 de la Constitución de 1961, que de seguidas transcribimos para su comparación:

“Artículo 99: Se garantiza el derecho de propiedad. En virtud de su función social la propiedad estará sometida a las contribuciones, restricciones y obligaciones que establezca la ley con fines de utilidad pública o de interés general.  

Artículo 101: Sólo por causa de utilidad pública o de interés social, mediante sentencia firme y pago de justa indemnización, podrá ser declarada la expropiación de cualquier clase de bienes. En la expropiación de inmuebles, con fines de reforma agraria o de ensanche y mejoramiento de poblaciones, y en los casos que por graves razones de interés nacional determine la ley, podrá establecerse el diferimiento del pago por tiempo determinado o su cancelación parcial mediante la emisión de bonos de aceptación obligatoria, con garantía suficiente.” 

Como vemos en los artículos acerca de la propiedad privada de la Constitución de 1961, se posibilitaba al Estado pagar en bonos o diferir el pago de la indemnización, en caso de expropiación por causa de utilidad pública o interés social, la nueva Constitución de 1999, por el contrario hace énfasis en el “pago oportuno” del precio de expropiación. 

En nuestra tradición constitucional de los últimos cuarenta y seis (46) años de vigencia de las constituciones de 1961 y 1999, la preeminencia del derecho de propiedad como derecho incólume, bastión de la democracia y del desarrollo de la iniciativa privada, resulta inobjetable. La propiedad privada ha sido un pilar del Estado de Derecho y su atenuación para el pago de impuestos y contribuciones, así como por causa de utilidad pública o interés social, es en suma excepcional.

Las Constituciones que rigieron y rigen al Estado Venezolano y Democrático, desde 1961 hasta la presente fecha, conciben como excepciones, de cara al uso y disfrute público, las limitaciones a la propiedad privada. Tan es así, que se requiere de una declaratoria previa de utilidad pública -artículo 13 de la Ley de Expropiación por Causa de Utilidad Pública o Social-, esta declaratoria previa para proceder a la expropiación, tiene excepciones obvias dada la naturaleza e importancia de la obra para una comunidad, tales como: las construcciones de ferrocarriles, carreteras, autopistas, sistemas de transporte subterráneo o superficial, caminos, edificaciones educativas o deportivas, urbanizaciones obreras, cuarteles, hospitales, cementerios, aeropuertos, helipuertos, los terrenos necesarios para institutos de enseñanza agrícola y pecuaria, las construcciones o ensanche de estaciones inalámbricas o conductores telegráficos; así como los sitios para el establecimiento de los postes, torres y demás accesorios de las líneas conductoras de energía eléctrica; acueductos, canales y puertos; los sistemas de irrigación y conservación de bosques, aguas y cualquiera otra relativa al saneamiento, ensanche o reforma interior de las poblaciones; la colonización de terrenos incultos y la repoblación de yermos y montes. Asimismo, las caídas de agua para instalación de plantas hidroeléctricas y construcciones anexas, únicamente en beneficio de la República, de los estados, del Distrito Capital, de los territorios federales y los municipios, con el fin de proveer de fuerza y de alumbrado eléctrico a sus poblaciones -artículo 13 de la Ley de Expropiación por Causa de Utilidad Pública o Social-.

Tenemos también excepciones en leyes especiales que rigen hidrocarburos, ordenación urbanística, aviación civil, suelos y aguas, entre otras.

Lo que queremos significar con todo esto, es que la Constitución de 1999, y su antecesora la Constitución de 1961, no están orientadas al tratamiento de la propiedad privada, bajo la óptica del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, ya que la limitación de la propiedad se ejerce fundamentalmente ante el uso que puede hacer de ella la sociedad como conglomerado social, como utilidad para el colectivo, en su desarrollo como todo, de allí que también proceda la expropiación para la protección del patrimonio histórico, la conservación de cosas o reliquias y el disfrute artístico o estético de la nación. 

Pero las limitaciones a la propiedad privada establecidas en las Constituciones de 1961 y 1999, no implican la acepción “social” contenida en el sistema Socialista. Esto es, como lucha de clases, en la que el Estado como órgano de equilibrio o de justicia social, interviene ante la inmisericordia despiadada del mercado de la libre oferta y demanda, para neutralizar el apoderamiento de los medios de producción, en pocas manos. Para que el hombre no se enriquezca sobre las espaldas de su hermano, y que por medio de la acción del Estado la propiedad social o colectiva de los medios de producción, garanticen mayor justicia en la distribución de la riqueza, entre los que sólo cuentan con su fuerza de trabajo.

El interés general o social no puede ser canalizado por la interpretación subjetiva del Presidente de turno en el ejercicio de su alta magistratura, debe ser postulado en el contexto que inspira la constitución que lo rige como emanada del soberano. Tanto en la Constitución de 1961, como la Constitución de 1999, el derecho a la propiedad privada ostenta un carácter enaltecido e indiscutible y su tutela en la formación de la cultura democrática es un pilar del Estado de Derecho. 

Las causales de expropiación, son medidas excepcionales, circunscritas a la utilidad, uso o beneficio de toda la sociedad como conglomerado social, ese es el carácter social que inviste en nuestra Constitución al derecho a la propiedad privada, como bien de uso común para el disfrute de la sociedad como un todo, en estos casos el interés de la mayoría, para construir el Metro de Caracas, debe privar sobre el interés del particular de preservar un local comercial, donde se proyecta instalar una estación del Metro, para el uso de la colectividad como conglomerado social.  

Cuando por el contrario el término “social” a que se refiere el Sistema Socialista y el Socialismo del Siglo XXI, es la acción estatal dirigida a neutralizar el apoderamiento de los medios de producción en manos de particulares, en favor del proletariado, el oprimido o el desposeído. Nos hayamos ante un sistema político disonante con el texto constitucional y en franca contradicción y trasgresión del mismo. 

Esta lucha de clases sociales que se impone perseguir indefectiblemente una distribución más justa de los medios de producción, a través de la acción e intervención del Estado, que tiene como meta que más ciudadanos participen en la distribución de riquezas, es una característica ineludible de cualquier tipo de socialismo. 

El carácter de esta lucha de clases y esta tarea impuesta a los estados que adopten el Socialismo del Siglo XXI, es patente en la conclusión final de la obra de Heinz Dieterich Steffan, “El Socialismo del Siglo XXI”, que finaliza así:

“Esta tarea histórica corresponde al Nuevo Proyecto Histórico de las mayorías que hace visibles los caminos de la liberación y que permite que desde las entrañas del sistema se levanten los sin voz ni rostro, los sin tierra ni sin trabajo, para caminar sobre ellos y reconquistar el futuro perdido. ¡Bello fin de la burguesía! ¡Hermosa aurora de los pueblos!” (Página 73) (Subrayado añadido)

En la tradición constitucional del pueblo venezolano no está contemplada la acción del Estado como agente en la lucha de clases sociales para alcanzar “el bello fin de la burguesía”. Para catalizar y discernir cuándo la concentración de capitales en pocas manos privadas, se erige como un fin de opresión y explotación del hombre por el hombre. 

Es innegable que su implantación por vía de la acción del Poder Ejecutivo, representado por el Presidente, se traduce en una trasgresión del régimen constitucional, si no media previamente la adopción del Socialismo del Siglo XXI, como sistema político de gobierno, para ser abrazado por todos los venezolanos, a través de un Referendo Popular Consultivo. 

Para el éxito del Socialismo del Siglo XXI o del Socialismo Bolivariano, es absolutamente necesario que se asuma desde el estómago de los venezolanos, de lo contrario, está destinado al más rotundo fracaso, y su adopción desde las vísceras, pasa por la consulta de la voluntad general, mediante un Referendo Popular Consultivo, que contenga las ideas centrales, así como la necesidad de activar una reforma constitucional, en materia del derecho a la propiedad privada, para su posterior aprobación por referendo, a tenor de los sancionado por el artículo 344 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.     

La Paradoja del Socialismo del Siglo XXI

El Socialismo del Siglo XXI, como todo socialismo está fundado en la lucha de clases (rico-pobre; burgués-proletario; empresario-trabajador), se hacen distinciones típicas de la Modernidad, donde la clasificación se nos presenta absoluta, en blanco o negro, sin que medien las escalas de grises. Imaginemos que un humilde campesino con vitalidad para el trabajo e iniciativa, solicita un crédito a bajo interés para explotar la siembra de piña. El Estado bajo el sistema político del Socialismo del Siglo XXI, interesado en la más justa distribución de los medios de producción, apoya a este miembro de la clase social que debe ser reivindicada, a través de un banco popular y le confiere un crédito para ser pagado a largo plazo con intereses sumamente cómodos. 

Este pequeño productor agrario, comienza de manera eficiente, con su trabajo de cada día a competir efectivamente en el mercado de la piña. Contrata a un grupo de trabajadores a quienes les paga una justa remuneración, en su estrategia de crecimiento adquiere algunos camiones para transportar la piña, sigue evolucionando y se idea llevar la piña al consumidor final congelada y en un novedoso y atractivo empaque. De esta manera, el producto ahora se comercializa congelado y rebasa las fronteras de su nación, nuestro campesino emprende la exportación de  piña congelada. A la vuelta de quince (15) años, este humilde campesino del proletariado, se convirtió por su creatividad, capacidad de riesgo, visión y tesón en un burgués dueño de medios de producción y por ende pasó del bando de los buenos y oprimidos, al bando de los malos explotadores.

Hay que apuntar que el Socialismo del Siglo XXI no rehúye de la competencia en el libre mercado, es más el Bloque Regional de Poder para Latinoamérica, impone una competencia de los países de la zona, mediante las empresas de punta, tal como lo asevera Heinz Dieterich Steffan, en “El Socialismo del Siglo XXI”:

“La empresa aeronáutica brasileña Embrear, tiene todo el potencial para competir en forma igual con Airbus y Boeing el mercado mundial de la aviación y, más temprano que tarde, de la industria espacial, aprovechándose al Ecuador como el lugar geográfico de mayor ventaja comparativa para el lanzamiento de cohetes al espacio: Varias líneas aéreas latinoamericanas podrían fusionarse y garantizar no sólo un mercado natural para la industria aeroespacial criolla, sino que competiría en condiciones iguales con los europeos y los estadounidenses. Las gigantescas exportaciones de materia prima-petróleo, ferro, granos, madera, etc.- garantizarían por otra parte, una o varias industrias navales en el subcontinente. En el sector energético se ofrece un Complejo de Investigación-Producción-Comercialización latinoamericano, creada a través de la unión entre PDVSA de Venezuela, Petrobrás de Brasil y la reestablecida YPF de Argentina. La física nuclear de argentina y brasileña mantiene todavía, pese a los destructivos sabotajes de los gobiernos neoliberales, un alto nivel de competencia y podría ser un CICPC capaz de competir con las trasnacionales Westinghouse y Siemens en energía nuclear. Y así, ad infinitud.”          

Por lo tanto, el Socialismo del Siglo XXI reconoce una economía de de libre mercado, en la cual hay que competir y competir al más alto nivel. De esta manera, las empresas punteras en la región latinoamericana, deben unirse para formar el Bloque Regional de Poder. 

Esta aceptación de la libre competencia en mercados, tanto global como nacional, en medio de lo que el padre del sistema político denomina “mercados no equivalentes”, originan inexorablemente el surgimiento de la paradoja anunciada con un simple ejemplo, para preguntarnos ¿Dónde está la línea divisoria entre oprimidos y desposeídos y competidores férreos que pugnan en un mercado, que como consecuencia de su esfuerzo y dedicación, eventualmente pueden dejar de ser socialistas y proletarios para pasar a ser capitalistas y burgueses?     

El Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano y la Moral Única

La segunda idea central o postulado fundamental ineludible del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, que contradice directamente el espíritu constitucional en cuanto al precepto de descentralización, es la moral única.

Con anterioridad en el presente escrito invocamos un sustento muy importante al momento de analizar cualquier tipo de sistema Socialista, y es su aspecto científico. 

Todo socialismo es hijo de la modernidad, entendida ésta última como el proyecto de imponer la razón como norma trascendental a la sociedad. 

Marx con su fundamento racional y científico, analizó las formas como se relacionaban los hombres con los  medios de producción y estableció una concepción materialista de la historia de la humanidad, a través de las siguientes etapas: Comunismo primitivo, despotismo oriental, esclavismo, feudalismo y capitalismo, para después vaticinar socialismo y por último y sin luchas sociales la etapa de esplendor, la comunista. 

Heinz Dieterich Steffan, por su parte apuesta a la decodificación del Ácido Desoxirribonucleico (ADN), para desentrañar el misterio de la condición humana y los procesos sociales en los que el hombre y la mujer se ven inmersos en el devenir de la historia.

Ahora bien, toda está aplicación de la ciencia y de la razón por parte del movimiento socialista, tiene como consecuencia la necesidad de implantar un estado de “conciencia único”, a través de una moral única, que dará lugar a un “hombre nuevo”, las herramientas de ese hombre nuevo son conocimiento y razón, es imperioso refutar esa pomposa e ingenua pretensión, con la frase de Nietzsche:

“Parménides dijo que sólo “ES” aquello que puede ser pensado, yo digo todo lo que pensamos no “ES”.” (Mayúsculas nuestras)

Esta necesidad de abrazar una verdad absoluta, mediante la aproximación universal a los conceptos, deviene de la necesidad humana de tocar fondo y de sentir la apropiación de la vida y del destino, en ella incurrieron filósofos como Sócrates, Descartes, Kant, Hegel y el propio Marx, en consecuencia, todas las líneas de pensamiento que desciendan del Marxismo, obligatoriamente están inscritas como lo dijimos anteriormente en la Modernidad -razón como norma universal para los seres humanos, tanto como individualidad como para los pueblos-. De ahí que, la  aproximación a la verdad de Marx, se verifique mediante la dialéctica y no permita la relativización de la verdad, porque si todos deducimos de la misma manera, si todos razonamos de la misma manera, si todos partimos de las mismas premisas y aplicamos el método científico, entonces todos obligatoriamente debemos alcanzar una misma verdad, que es la mejor verdad para todos, la que es resultado de la conciencia y la que matemáticamente parece infalible.

En cuanto a esta necesidad moral, el Presidente de la República en conversación con Manuel Cabieses, Director de Punto Final, publicada por Horacio Benítez en Aporrea.com, sostuvo:

“Entre los elementos que pudieran definir el Socialismo del siglo XXI, dice el Presidente Chávez, están los siguientes.

0 La moral.

El primer rasgo es el moral. Debemos recuperar el sentido ético de la vida. Luchar contra los demonios que sembró el capitalismo: individualismo, egoísmo, odio, privilegios. Es un arma en la lucha contra la corrupción, un mal que es propio del capitalismo. El socialismo debe defender la ética, la generosidad.”

1 La democracia participativa.

En el aspecto político uno de los factores determinantes del Socialismo del siglo XXI debe ser la democracia participativa y protagónica…” (Subrayado Añadido)

La consecuencia del establecimiento de una moral única y una visión única de sociedad y de hombre, traen sumas dificultades para el respeto y aplicación de un régimen constitucional en el que rige la pluralidad, la tolerancia y la descentralización. 

En efecto, el artículo 158 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, estatuye:

“Artículo 158:. La descentralización, como política nacional, debe profundizar la democracia, acercando el poder a la población y creando las mejores condiciones, tanto para el ejercicio de la democracia como para la prestación eficaz y eficiente de los cometidos estatales.” (Subrayado añadido)

La trayectoria personal de lucha política de Hugo Rafael Chávez Frías, no deja lugar a dudas de que cuenta con la fortaleza y el carácter para ser sujeto de esa moral, casi monacal que requiere el Socialismo del Siglo XXI y que impregna a cualquier tipo de sistema socialista. 

En una breve revisión de la biografía del Presidente de la República, vemos que después del intento de golpe de estado del 04 de febrero de 1992, es puesto prisionero y liberado el 27 de marzo de 1994. Muchos de los oficiales que compartieron la privación de la libertad, luego de la liberación aceptaron cargos diplomáticos del gobierno del Dr. Rafael Caldera.

Rafael Caldera al día siguiente del intento del golpe de estado de Hugo Chávez, dio un discurso en el Congreso, casi justificando el alzamiento, para luego dimitir de la filas de su partido (COPEI) y formar el partido Convergencia, con el cual obtendría la presidencia de la República en el año 1993. 

Hugo Chávez por el contrario, y a diferencia de sus compañeros de insurrección, no aceptó mediar con el gobierno de Rafael Caldera y en lugar de burocratizarse, en solitario, se lanzó al ruedo político, con un teléfono celular prestado y con el poco apoyo que podía conseguir (Pedro Carreño y Luis Miquilena). 

De esta manera, Hugo Chávez Frías comenzó a transmitir su mensaje político de población en población, a lo largo de la geografía nacional. Lo que a la postre le llevaría a obtener su triunfo presidencial en los comicios electorales de 1998 y su ratificación devenida del proceso constituyente de 1999. 

Por lo que, damos por descontado que, el Presidente de la República, es un luchador social que ostenta el carácter y la determinación para practicar y fomentar la moral que predica.

La titularidad de un carácter moral de un dirigente político, no obsta para que se consulte al resto de los venezolanos (voluntad general), si “la moral única”, devenida de la racionalización y el cientismo que informan al Socialismo del Siglo XXI, debe institucionalizarse como fórmula de vida de los venezolanos (Vida-País) e incorporarse en una reforma constitucional que, en tal virtud, atenué el proceso de descentralización de los poderes públicos, por la imposibilidad de sincronizar las visiones de liderazgos regionales, con los postulados dictados desde el Poder Ejecutivo Central. 

La Constitución Nacional en su espíritu de amplia convivencia cívica plantea la interrelación plural de sistemas políticos, por lo que no es un contrasentido que un gobernador o un alcalde sea un hombre con una concepción política distinta a la que rige al líder del poder central, y con ello un sistema político distinto y por ende una moral distinta.

Uno de los ideólogos del proceso revolucionario que se vive en nuestro país Wiliam Izarra, en diferentes foros y entrevistas ha declarado que el proceso de la Revolución Bolivariana ha transitado por dos fases. 

La primera fue el acceso al poder representada por la ascensión de Hugo Chávez Frías al cargo de Presidente de la República, en su primer período presidencial en el año 1998. Es decir, que para introducir en nuevo pensamiento político, primero se tiene que estar en posición de impartirlo y eso sólo es posible por intermedio del acceso al poder legítimamente establecido. 

La segunda fase de instauración del “hombre nuevo” y de la “conciencia revolucionaria”, se está dando en estos momentos después de la victoria en las elecciones del 2006 de Hugo Chávez Frías, para esto se creó un plan de centros de formación ideológica, para ser instalados en los municipios de todo el país y se fomenta la renovación del espíritu a partir de la formación socialista, esto es, en otras palabras desde el estado de conciencia que surge como consecuencia, de impartir la fórmula matemática de deducción científica del Socialismo del Siglo XXI, que se traduce en la implantación de la “moral única”.

Cabe preguntarse, ¿Si bien, el Presidente de la República fue electo en diciembre de 2006, podemos considerar dentro de sus facultades como Poder Constituido, la implantación de una moral única, que deje como letra muerta de nuestra constitución el proceso de descentralización administrativa que lleva implícito la aceptación de una visión plural de los gobernantes, como líderes regionales capaces de imponer visiones y perspectivas que respondan a sus comunidades?

La imposición de una moral única de estado, monacal e indiscutible es un sistema de gobierno (Socialismo del Siglo XXI) y los venezolanos tenemos la potestad de depositar nuestra confianza en el camino que nos señale un líder (Presidente de la República), con la fuerza de voluntad de transitar esa moral que predica, basados en el ejercicio de la razón y de la ciencia. 

Pero esa potestad debemos ejercerla para que sea legítima, a través de un  Referendo Popular, en el que se le consulte a los venezolanos, si estamos de acuerdo en las ideas centrales que inspiran al Socialismo del Siglo XXI, esbozabas en esta acción, pero que pueden ser estructuradas y remozadas por sus defensores, para que una vez aprobado por referendo la aplicación del Socialismo del Siglo XXI, se proceda a la reforma constitucional y al sometimiento de la nación a la moral y predicamentos que dicte el poder central, en línea con el nuevo sistema político que los venezolanos nos autodeterminemos. 

Por el contrario, la aplicación de un  régimen plural y descentralizado como el previsto en la Constitución de 1999, trae como consecuencia, la convivencia con líderes locales y regionales, quienes tienen su visión y percepción de la realidad, lo que llevaría al gobierno central a convivir e interactuar con otras formas de gobierno, vale decir, morales distintas. Lo que hace necesario la aceptación de un perspectivismo o asimilación que no existe una verdad única y absoluta, cuestión que no es factible cuando se aplican fórmulas universales, vastas e impositivas para todos, como las que derivan del carácter científico propugnado por el Socialismo del Siglo XXI.        

La vía escogida por el Socialismo del Siglo XXI, es la creación de centros de poder popular (Consejos Comunales) distintos a los órganos regionales de poder constitucionalmente establecidos, esto es, gobernaciones y municipios. Estos centro de poder popular paralelos o “Consejos Comunales” son la vía directa para determinar en la población la moral única y monacal que dimana del Poder Central Constituido, en detrimento de otros Poderes Constituidos, de igual rango constitucional como gobernaciones y alcaldías, a las cuales por vías de hecho no se les transfieren competencias administrativas del poder central.

Sin embargo,  los Consejos Comunales como receptores de la moral única, sí proyectan la gestión pública local en sincronía con el poder central, lo cual desdibuja la descentralización administrativa vigente en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

Uno de los cuerpos normativos que desarrolla y profundiza la descentralización y que no se aplica en detrimento de la Constitución de 1999, es la Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público, sancionada en fecha 28 de diciembre de 1989, y que en su artículo 4 establece:

“Artículo 4: En ejercicio de las competencias concurrentes que establece la Constitución, y conforme a los procedimientos que esta ley señala, serán transferidos progresivamente a los Estados los siguientes servicios que actualmente presta el Poder Nacional: 

1. La planificación, coordinación y promoción de su propio desarrollo integral, de conformidad con las leyes nacionales de la materia; 

2. La protección de la familia, y en especial del menor; 

3. Mejorar las condiciones de vida de la población campesina; 

4. La protección de las comunidades indígenas atendiendo a la preservación de su tradición cultural y la conservación de sus derechos sobre su territorio; 

5. La educación, en los diversos niveles y modalidades del sistema educativo, de conformidad con las directrices y bases que establezca el Poder Nacional; 

6. La cultura en sus diversas manifestaciones, la protección y conservación de las obras, objetos y monumentos de valor histórico o artístico; 

7. El deporte, la educación física y la recreación; 

8. Los servicios de empleo; 

9. A formación de recursos humanos, y en especial los programas de aprendizaje, capacitación y perfeccionamiento profesional; y de bienestar de los trabajadores; 

10. La promoción de la agricultura, la industria y el comercio; 

11. La conservación, defensa y mejoramiento del ambiente y los recursos naturales. 

12. La ordenación del territorio del Estado de conformidad con la Ley Nacional; 

13. La ejecución de las obras públicas de interés estatal con sujeción a las normas o procedimientos técnicos para obras de ingeniería y urbanismo establecidas por el Poder Nacional y Municipal, y la apertura y conservación de las vías de comunicación estatales; 

14. La vivienda popular, urbana y rural; 

15. La protección a los consumidores, de conformidad con lo dispuesto en las leyes nacionales; 

16. La salud publica y la nutrición, observando la dirección técnica, las normas administrativas y la coordinación de los servicios destinados a la defensa de las mismas que disponga el Poder Nacional; 

17. La investigación científica; y, 

18. La defensa civil. 

Por el contrario, se destinan recursos para apoyar la planificación de Consejos Comunales y en la actualidad está en agenda la profundización de la aplicación de la Ley de Consejos Comunales, todo esto lesiona y vulnera el proceso de descentralización establecido en la Constitución de 1999. 

Y como el propio Wiliam Izarra pregona, en el año 1998 Hugo Chávez Frías se encontraba en la fase de toma del poder. El primer mandato del Presidente, no estaba contemplada la aplicación del Socialismo del Siglo XXI, por lo que la reforma constitucional del año 1999, no previó una alternativa coordinada del poder local con el poder central, bajo el dictado de una moral única, rol que vienen a cumplir los Consejos Comunales. Mal podía el proceso constituyente de 1999, abrazar este tipo de ideas monolíticas, que imponen, como consecuencia de su base científica y racionalizadora, la implantación de valores universales aplicables indefectiblemente a todos los ciudadanos desde el régimen central y secularizado. 

Recordemos que hasta el propio Presidente de la República, en el año 1998, todavía no había abandonado la posibilidad de una tercera vía, al estilo de Anthony Charles Blair (Tony Blair) Primer Ministro del Reino Unido.

No obstante, en el actual período presidencial (2006-2012), las cosas han cambiado, ya el Presidente de la República no cree en la posibilidad de un capitalismo con rostro humano, sino en un  Socialismo Bolivariano, lo que dicta la implantación de una moral única y universal, que no admite disidencias. ¿Y a qué se debe ello? A que Wiliam Izarra, Juan Carlos Monedero, Heinz Dieterich Steffan y el propio Presidente, como discípulos de Marx y su plena aceptación del cientismo en sus teorías, deben implantar esa “moral única”. 

Como muestra de ello pasamos a la lectura del artículo 20 de la Ley de los Consejos Comunales, que reza:

“Artículo 20: Los consejos comunales serán registrados ante una Comisión Local Presidencial del Poder Popular, para lo cual harán entrega de los estatutos y acta constitutiva aprobados por la Asamblea de ciudadanos y ciudadanas. Copia del registro será consignada ante el Consejo Local de Planificación Pública correspondiente, a los efectos de lograr la articulación con el Sistema Nacional de Planificación Pública.

El registro de los Consejos Comunales, ante la Comisión Presidencial del Poder Popular respectiva, les reviste de personalidad jurídica para todos los efectos relacionados con esta Ley.”  

Como podemos advertir, se plantea una nueva geometría del poder público, a través de una articulación de la Presidencia de la República con los Consejos Comunales, para que una vez obtenido el registro del Consejo Comunal ante la Comisión Presidencial del Poder Popular se adquiera la personalidad jurídica para todos los efectos relacionados con la ley respectiva.

Esta moral única que se pretende instalar el Poder Ejecutivo, a través de órganos distintos a los fomentados en nuestra Constitución como expresión del poder regional, para así subvertir los escalafones de poder, para instalar esa nueva geometría del poder en Venezuela, representada por los Consejos Comunales, equivale al maestro de escuela que pasa a través de las filas de pupitres con pasos lentos y prosopopéyicos, con una regla de madera entre sus manos, que ocasionalmente hace sonar en una de sus palmas, y con las miradas atónitas de sus los alumnos sobre él, escucha un suspiro que se escapa de algún alumno, ansioso e impaciente que desea fervorosamente, sustituir ese sonido imperativo de la madera en la palma de la mano del profesor, por el acariciante timbre del recreo. Esa articulación con la Comisión Presidencial y el otorgamiento de personalidad jurídica con el registro de rigor, garantizan la hegemonía de una “moral única” inconstitucional, ya que desconoce la competencia y el deber de transferencia de competencias administrativas a Gobernaciones y Alcaldías. 

Quizás nosotros los venezolanos como pueblo, como nación después de una introspección aceptemos la necesidad de implantarnos una férrea moral, dictada desde la conciencia, desde la razón. 

Para aceptar ese estado de moral devenido de la razón, que erradique la descentralización y el liderazgo regional y local, como focos de distintas interpretaciones y por ende de nuevas realidades y con ellas de morales distintas. Es preciso que se realice desde un Referendo Popular Consultivo, para el abrazo sentido y profundo del Socialismo del Siglo XXI, para después, transitar una reforma constitucional. De lo contrario, por vía de acciones materiales o vías de hecho el Poder Constituido está socavando las bases de un estado plural que fomenta la descentralización contemplada en los artículos 2 y 158 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

La Posmodernidad y el Ocaso de la Razón Occidental

El Socialismo y el Capitalismo como sistemas políticos de la modernidad, han sido rebasados por la Posmodernidad. 

Como lo sostuvimos al momento de explanar los rasgos indubitables e inexorables del Socialismo del Siglo XXI –lucha de clases y moral única- devienen del cientismo que informa al Marxismo como su columna vertebral. 

Marx pertenece a la modernidad, en ella se pensó en un verdad fuera del hombre que éste tenía que descubrir con apoyo en la ciencia; en una evolución de la humanidad lineal y ascendente; en una moral universal; en fin, la delimitación absoluta de un bien y un mal en blanco y negro.

Hoy las bases de la civilización occidental crujen, el mundo occidental y de toda su cultura está en tela de juicio y se desmorona, después de dos mil años de racionalización. 

A partir de la obra y pensamiento de Federico Nietzsche y la denuncia de la crisis de los valores occidentales con su teoría de voluntad de poder; cuando se hace necesario retomar la filosofía Presocrática y en especial la de Heráclito de Éfeso y el devenir simbolizado por la metáfora, según la cual no nos bañamos dos veces en el mismo río; la idea demoledora de Arthur Schopenhauer, de que no hay un mundo ahí afuera que descubrir, sino que el mundo es nuestra representación; la intuición vital de Henri Bergson; la Teoría de la Relatividad de Albert Einstein y el desvelamiento del inconciente de Sigmund Freud, como los principales, y sin dejar de considerar el aporte de Soren Kierkegaard, Michel Foucault,  Jean Paul Sartre, Albert Camus, Gianni Vattimo, André Breton y Salvador Dalí.

En la Posmodernidad convergen las interpretaciones de la realidad (relativismo y perspectivismo); ahora nada es totalmente malo ni absolutamente bueno, ya no existen verdades universales aplicables por igual a todos los hombres, ya no existe una evolución en permanente ascenso de la humanidad, para muestra el holocausto de la Segunda Guerra Mundial. En la Posmodernidad están imbuidos los modernos sin saberlo.

Rousseau y la Perversión del Hombre por las Instituciones Sociales   

El estamento que rige a los estados occidentales democráticos y modernos, después de la Revolución Francesa, lo encontramos  en Charles de Montesquieu con su Teoría de la Separación de los Poderes y Juan Jacobo Rousseau con el Contrato Social. Éste último sentó las bases   de la soberanía popular, la cual reside en la mayoría, en el pueblo.

Según Rousseau el hombre es bueno por naturaleza, porque en su estado primitivo sólo quiere aquello que puede obtener. Lo que lo pervierte son las instituciones sociales, la civilización. 

Rousseau nos dice que el hombre primitivo comenzó a reunirse en  pequeñas aldeas, durante las noches delante del fuego, y en ese momento comenzó comunicarse, a relatar lo que le sucedía y a compararse con su semejante, con lo que hacía u obtenía su vecino, de este modo el hombre con la comunicación empezó a vivir fuera de sí, a valer por el afuera y surgieron la vanidad, la envidia, la avaricia, el egoísmo, el sentimiento de venganza y minusvalía. 

Prestemos atención como Rousseau, en el ensayo que le valió la fama como escritor “Discurso sobre el Origen y los Fundamentos sobre la Desigualdad entre los Hombres”,  nos expresa este proceso:

  “…Solían reunirse delante de las cabañas o en torno a un gran árbol: el canto y la danza, verdaderos hijos del amor y del tiempo libre, se convirtieron en la diversión o, mejor, la ocupación de hombres y mujeres ociosos y agrupados. Todos comenzaron a mirar a los demás y a querer ser mirado uno mismo, y la estima pública tuvo un precio. Aquel que cantaba o danzaba el mejor; el más bello, el más fuerte, el más diestro o el más elocuente se convirtió en el más considerado, y este fue el primer paso hacia la desigualdad, y hacia el vicio al mismo tiempo: de estas primeras preferencias nacieron, por un lado la vanidad y el desprecio; por otro, la vergüenza y la envidia, y la fermentación causada por estas nuevas levaduras produjo finalmente compuestos funestos para la dicha y la inocencia.”      

Ciudadanos Magistrados, con todo respeto quiero hacer hincapié  en Rousseau como ser humano, fue una de las mentes más lúcidas de toda la historia de la humanidad, perseguido y asediado, sus libros prohibidos y quemados. Amante de la música y soñador prefirió vivir alejado del ajetreo social, disfrutaba de sencillos paseos para clasificar plantas en los últimos años de su vida y firmaba sus escritos como el ciudadano de Ginebra. 

Este hombre sincero, de sentimientos a flor de piel y dotado de una inteligencia penetrante, dio en el clavo, cuando determinó que bajo cualquier sistema político: comunismo, socialismo o capitalismo, mientras que el hombre viva en sociedad, se fecundará estos sentimientos perversos. 

La Función del Estado Social de Derecho es el establecimiento de unas bases fundamentales comunes a los hombres y mujeres asociados, para  que controlen y limiten sentimientos desaforados, para la tutela y protección de los más débiles, está función es cumplida por la constitución que cada nación se da a sí misma, y por el respeto y cumplimiento de los extremos de ese pacto social entre ciudadanos que desempeña el Poder Constituido.  

Cuando el Presidente de la República pretende imponer las bases del sistema político, llamado Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, sin que la Carta Magna vigente esté acondicionada para desarrollarlo por la contradicción elemental de sus instituciones fundamentales, como lo son el derecho a la propiedad privada y el proceso de descentralización administrativa, nos hayamos simplemente ante un abuso de autoridad de un funcionario público que, excediéndose en la atribuciones constitucionalmente establecidas pretende imponer un régimen político, sin el consenso de la mayoría de los venezolanos. Incluso, el Presidente de la República resta importancia a la reforma constitucional, tal como fue recogido en el artículo publicado en el diario “El Universal” el domingo 13 de mayo de 2007:     

“Sectores de oposición al gobierno del presidente Chávez han cuestionado el acuerdo de confidencialidad que priva en la reforma constitucional que frenó el presidente Chávez el pasado 5 de mayo cuando anunció que no había apuro para los cambios en la Carta Magna y que el referendo aprobatorio podía realizarse el próximo año.”

La Idiosincrasia del Venezolano

Durante la vida democrática del pueblo venezolano se ha configurado caracteres, rasgos y distinciones particulares en seno de nuestra población que nos identifican como sociedad, es lo que estimamos como idiosincrasia.

Para delinear la idiosincrasia de los venezolanos, voy a hacer uso de dos frases populares y de un fenómeno social. 

Las  frases arraigadas en nuestra cultura son:

0 “A mí nadie me ha regalado nada, lo mío lo he sudado.”    

1 “Trabaje para que eche pa lante.”

Estas dos frases llanas y coloquiales, representan la mentalidad del venezolano y el depósito de su confianza en la iniciativa particular, en el esfuerzo de cada día, en la entrega con el sudor de su frente, a sus actividades laborales como modo de superación y de obtención de la dignidad humana.

El derecho a la propiedad privada como bastión de nuestra democracia, permitió que los hombres y mujeres en nuestras comunidades con ahínco y dedicación se trazarán metas, entre las más comunes: la obtención de una vivienda digna y propia, prestarle alimentación, cuidados y educación a sus hijos, socorrer a la familiares ancianos y minusválidos, adquirir un vehículo, en fin intentar con su iniciativa particular de forjarse una vida material y familiar que le permitiera la obtención de satisfacciones y logros. Para esto el trabajo y la dedicación fueron premiados con la garantía de la titularidad del derecho a la propiedad. Por lo tanto es inherente a nuestra condición de venezolanos y a la vida en gobiernos democráticos, la suposición de una paridad entre el esfuerzo, la dedicación y emprendimiento laboral con la recompensa material que deriva de ello, representada por la apropiación de los bienes obtenidos como fruto del trabajo. 

El nuevo lineamiento político Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, contempla a una moderación en este derecho con miras a limitar la iniciativa privada cuando ocurre un desequilibrio de acumulación de los medios de producción, producto de la acumulación capitalista, que excluye a quienes no tienen la propiedad privada de los medios de producción. Posiblemente los venezolanos como nación, realicemos un acto de constricción para regular los límites que pactemos como sociedad en el que la acumulación de capital resulte impertinente y poco aconsejable, pero ese consenso dada nuestra idiosincrasia, plasmada en los antecedentes representados por los vínculos emotivos entre esfuerzo y recompensa, por el trabajo y la propiedad privada, arraigados en lo más profundo de nuestra alma. Es por lo que debe darse una muy clara y transparente discusión nacional para afrontar la renovación de estas materias y la revisión de nuestro espíritu como nación, para que nuestras inclinaciones en estos temas den como resultado una postura asertiva y no la implantación de una máscara discursiva hacia postulado bellamente esbozados, pero pobremente sentidos, para que exaltemos una nueva hermosa hipocresía de la conciencia que redunde en una moral de mostrador y no en una moral de corazón.               

El fenómeno al que quiero hacer alusión,  es la buhonería. La buhonería considerada como una de las expresiones más fervorosas de la iniciativa particular y del emprendimiento personal. Un buhonero en Venezuela, debe evaluar un mercado, seleccionar sus proveedores, reunir el dinero para comenzar sus actividades en el trabajo informal, establecer su ubicación para vender la mercancía, la cual consigue técnicamente a codazos, por el agolpamiento en plazas, avenidas, mercados populares y por no dejar de mencionar autopistas, puentes y avenidas. El buhonero es un agente comercial marginado de la seguridad social y habitacional, debe tomar todas sus previsiones financieras para cuidar su salud y mantener en operaciones permanentes su negocio, él cumple las funciones legales, bancarias y contables, en fin la buhonería es la lucha del hombre y de la mujer en nuestras naciones Latinoamericanas para no sucumbir en la pobreza y en la miseria. El buhonero es un sobreviviente que en medio de la nada y a espaldas del Estado y de la sociedad logra levantarse y asegurar un sustento y una forma de vida para él y su familia, el buhonero aplica ingeniosas frases y fórmulas de ventas para captar a un público que transita aburrido y estresado por las calles y avenidas, tiene que lidiar con la afrenta de policías y autoridades, al mismo tiempo que es víctima de la inseguridad personal.     

Entonces, si en nuestra idiosincrasia se cree en el emprendimiento personal y en la iniciativa particular, los venezolanos tienen el derecho constitucional de conocer el límite de la lucha de clases que se proyecta el Socialismo del Siglo XXI, es decir, saber cuando la intervención del estado en los medios de producción en manos privadas, eje primordial del enriquecimiento desmesurado que origina el mercado no equivalente, constituye una aberración intolerable, para que todo trabajador, campesino, pequeño empresario, comerciante conozca a ciencia cierta, en qué momento deja de ser oprimido, proletario, explotado y se pasa a ser capitalista, oligarca y burgués. Esto se logra de dos (2) maneras: Realizando el Referendo Popular Consultivo, para saber si la nación entera abraza el Socialismo del Siglo XXI como sistema político y Reformando la Constitución para determinar las fronteras demarcadas en la lucha de clases sociales. 

De lo contrario, corremos el peligro que Hannah Arendt, nos menciona con las siguientes palabras:

“Nadie duda jamás que los violados sueñan con la violencia, que los oprimidos “sueñan por lo menos una vez al día” con ponerse en el sitio del opresor, que los pobres sueñan con la posesiones de los ricos, que los perseguidos sueñan con abandonar su papel de presa y asumir el de cazador y que los de abajo espera el reino en que los últimos serán los primeros, y los primeros serán los últimos. Lo más importante, tal como lo vio Marx, es que los sueños nunca se realizan.”                  

Debemos tener la cautela necesaria, para que la revolución de los pobres, la reivindicación de los desposeídos y los oprimidos, no se convierta en una bandera para asegurar la realización de un sentimiento de venganza y retaliación.  

Porque atacar al burgués para ser burgués, es defenestrar el espíritu de la propia reivindicación social. Los gobiernos democráticos amparados por el pacto de punto fijo actuaron por la fuerza y la imposición, y lo que aparentaba ser una democracia no era más que un simulacro de democracia. La Constitución de 1999, pretende erradicar cualquier forma de gobierno que honestamente no represente la voluntad popular, esa forma de gobierno por loable y misericordioso que sea el fin perseguido, jamás puede desprenderse de las manos del soberano, su legítimo y exclusivo titular.

   Conclusiones       

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, tiene como competencia el ejercicio de la jurisdicción con efecto normativo, tal como se expuso en la sentencia ya invocada en este escrito, de fecha 22 de Agosto del 2001, con ponencia del Magistrado Jesús Eduardo Cabrera, en el expediente 01-12-74, en los términos siguientes:

“Esta Sala Constitucional, desde sus primeros fallos (José Amando Mejía, Corpoturismo, Servio Tulio León), ha venido sosteniendo que las normas constitucionales, en particular los Derechos Humanos, los derechos que desarrollan directamente el Estado Social, las Garantías y los Deberes, son de aplicación inmediata, sin que sea necesario esperar que el legislador los regule, por lo que, en ese sentido, no actúan como normas programáticas. Para lograr tal aplicación inmediata, la Sala se ha basado en la letra del artículo 335 constitucional, por ser el Tribunal Supremo de Justicia el máxime garante de la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales y, además, por ser las interpretaciones de la Sala Constitucional sobre el contenido y el alcance de las normas y principios constitucionales, vinculantes para las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia y demás Tribunales de la República.

En base a dicha norma (artículo 335), en los casos concretos en donde surge alguna infracción constitucional, la Sala ha ejercido la jurisdicción en forma normativa, dándole vigencia inmediata a la norma constitucional, y señalando sus alcances o formas de ejercicio, así no existan leyes que la desarrollen directamente.

Se trata de interpretaciones vinculantes que obran como una normativa restringida, hasta que la Asamblea Nacional legisle sobre la materia. (…omissis…)

Ha sido así, que esta Sala, fundada en el artículo 335 constitucional, para que los principios, derechos, garantías y deberes constitucionales tengan aplicación inmediata, ha ido creando interpretaciones vinculantes que llenen los vacíos provenientes de la falta de desarrollo legislativo de las normas constitucionales, o de la existencia de una situación de desarrollo atrofiado de las mismas producto de la ley.

Cuando la jurisdicción es ejercida por el juez constitucional con el fin de mantener la supremacía, eficacia e integridad de la Constitución, las normas clásicas que rigen el proceso civil sufren una distensión así como los postulados del principio dispositivo, ya que los principios y normas constitucionales no pueden quedar limitados procesalmente por planteamientos formales, o por instituciones que impiden o minimicen la aplicación de la Constitución. ” (Subrayado añadido)

El artículo 72 de la Constitución remite a la futura regulación de una ley, más allá que esta norma dispone lo concerniente al Referendo Revocatorio, pensamos que la ley no debe dejar de regular lo concerniente al Referendo Popular, al referendo para proyectos de leyes y el Referendo Abrogatorio de leyes. Por lo que no existe una ley que regule de forma especial, los derechos y principios constitucionales en materia de referendos. Sin embargo, el sustento legal de esta acción de tutela de derechos cívicos difusos constitucionales está contenido en la parte final del artículo 62 de la Constitución: “…Es obligación del Estado y deber de la sociedad facilitar la generación de las condiciones más favorables para su práctica”, refiriéndose al derecho de los ciudadanos de participar directamente en los asuntos públicos. En este sentido, si la Asamblea Nacional Constituyente de 1999, tuvo como objetivo primordial la implantación de una democracia verdaderamente participativa y protagónica, entonces las materias de “especial trascendencia nacional”, no pueden someterse a consideración de la nación en Referendo Popular, a potestad de los Poderes Constituidos, tal como lo dispone el artículo 71 de la Constitución, toda vez que en el marco de un Estado Social y Democrático de derecho, es una obligación de los Poderes Constituidos someter a Referendo Popular, todas las decisiones de “especial trascendencia nacional”.

Estimamos que la adopción del Sistema Socialista del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano como forma de gobierno, y tomando en cuenta entre sus postulados primordiales y definitorios (que lo hacen ser lo que es y no otra cosa), como lo son: 1.- La lucha de clases sociales, basada en la distinción de Carlos Marx, entre burguesía y proletariado, según la cual la justicia social pasa por la redistribución de la propiedad privada de los medios de producción, ya que la apropiación en manos privadas de los medios de producción ocasiona la explotación del hombre por el hombre, en vista de que la plusvalía deviene del trabajo no remunerado al trabajador, por lo que el estado debe perseguir una distribución equitativa de los medios de producción, a través de figuras tales como: la propiedad en asociaciones o cooperativas, la propiedad colectiva, la estatificación de empresas estratégicas, otorgamiento de tierras y créditos blandos, como fines ineludibles de estado enmarcado en este sistema político de gobierno; y 2.- Con fundamento en el cientismo que informa al Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, por derivar de una corriente que es expresión innata de la Modernidad, resulta impretermitible la construcción de una moral única, basada en la formación de una “conciencia nacional”. Esta moral única como eje rector del funcionamiento del Estado, debe reconsiderar las competencias y atribuciones del poder regional representado por Alcaldías y Gobernaciones, y por ende el proceso de descentralización administrativa de competencias del poder nacional previsto en la actual Constitución y la implantación de estructuras regionales de poder con personalidad jurídica y recursos financieros, para redimensionar la geometría del poder en función de la moral única, que derive de la aplicación del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano. Por lo que el Ejecutivo Nacional dado que nos hayamos ante una “materia de especial trascendencia nacional”, tanto para la vida pública como política, en aplicación del artículo 62, en concordancia con el 71, ambos de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y en defensa del espíritu constituyente plasmado en el preámbulo de la carta magna y en los artículo 1,2,5 y 6 del mismo texto fundamental, solicitamos se convoque a un Referendo Popular Consultivo para que la voluntad general se exprese en cuanto a la asimilación del sistema político denominado Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, y de resultar favorable se proceda a la reforma constitucional, de conformidad con el artículo 344 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Toda vez que la aplicación del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano sin la realización del Referendo Popular Consultivo, constituye una vía de hecho y un abuso de poder -artículo 137 de la Constitución- que vulnera los derechos y garantías constitucionales relativos a la propiedad privada –artículo 115 de la Constitución- y a conformación de un estado plural a través de la descentralización de competencias del poder público central a los órganos constitucionales establecidos, esto es, gobernaciones y alcaldías –artículos 6 y 158 de la Constitución-.          

Todo lo expuesto en el escrito de la presente acción vulnera directamente los artículos 1, 2, 5, 6, 71, 62, 115, 137 y 158 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y en ejercicio de la jurisdicción normativa y vinculante de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, se someta al máximo representante del Poder Ejecutivo ciudadano Hugo Rafael Chávez Frías, venezolano, mayor de edad, de este domicilio y titular de la Cédula de Identidad Nº 4.258.228, a que convoque a un Refrendo Popular Consultivo al pueblo de Venezuela, para que exprese su voluntad general en cuanto a la asimilación constitucional del Socialismo del Siglo XXI o Socialismo Bolivariano, con sus postulados esenciales, y de resultar favorable se proceda a una reforma constitucional –artículo 344 de la Constitución-.

Dado el efecto “erga omnes” que podría producir el fallo de ser declarado con lugar, solicitamos respetuosamente la citación del ciudadano Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, la notificación del Fiscal General de la República, del Procurador General de la República, y al Defensor del Pueblo, y se ordene la publicación de edicto en prensa para llamar a los interesados en hacerse partes coadyuvantes.

A los fines de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 174 del Código de Procedimiento Civil, constituyó como domicilio procesal para cualquier notificación en el procedimiento la siguiente dirección: oficina 2-B, ubicada en el piso dos (2) del Centro Summum, en la Avenida Principal de la Urbanización Las Mercedes, cruce con Calle Mucuchíes, Municipio Baruta del Estado Miranda,  de esta ciudad de Caracas. E-mail: tcmasesores@tcmasesores.com
En la ciudad de Caracas, a la fecha de su presentación.
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